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INDEXACIÓN DE LA PRIMERA MESADA PENSIONAL. Procede cuando la pensión ha sido reconocida tiempo después de que terminó la relación laboral, y en vigencia de la Constitución Política de 1991. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de diciembre de dos mil nueve
Acta número 075 del 16 de diciembre de 2009
En la fecha, siendo las tres de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que el apoderado de la demandada formula en contra de la sentencia dictada el 27 de abril pasado, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral que Guillermo Zuluaga Osorio le promueve al Banco Cafetero S.A. en Liquidación. 
El proyecto de decisión final presentado por el ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta el demandante, por intermedio de apoderado judicial, y en hechos que resume la Sala, que mediante Resolución No. 288 del 22 de diciembre de 1998 Bancafé le reconoció la pensión de jubilación legal conforme a la Ley 33 de 1985; que desde el 31 de agosto de 1988 se retiró del banco demandado con 20 años de servicios, que el último salario que devengó fue en promedio mensual, la suma de $163.530.00 y que el 75% del mismo es de $122.648.00, por lo que la mesada tuvo que ser reajusta al salario mínimo legal vigente para el año 1998;indica que ese 75% que recibió en 1998 correspondía, para el momento de su retiro,  a 4.7840 salarios mínimos legales mensuales ($25.637.00), por lo que al reconocerse su mesada pensional en un solo salario, asumió él la pérdida del valor adquisitivo del dinero entre 1988 y 1998 y por ende su capacidad de compra; la mesada que le corresponde asciende a la suma de $771.277.58 mensuales (esto es, 4.7840 veces el salario mínimo del año 1998); considera que la depreciación monetaria debió corregirse al momento de otorgarse la primera mesada al tenor de lo dispuesto en los artículos 53 y 230 de la constitución; el 22 de mayo de 2003 presentó reclamación ante el Instituto de Seguros Sociales para el reconocimiento de la pensión de vejez, recibiendo respuesta desfavorable; el 27 de diciembre de 2006 agotó dicha reclamación ante el Banco Cafetero sin que hasta la fecha esa entidad le haya resuelto de fondo su petición. Finaliza diciendo que el Decreto 610 de 2005 por medio del cual se ordenó la disolución y liquidación del Banco Cafetero S.A. dispuso en su artículo 12 la previsión de fondos para el pago de pasivos pensionales y la prelación de los créditos pensionales y laborales. 

Con sustento en esa relación de hechos, pretende que se condene al Banco Cafetero en Liquidación, a reajustar el valor inicial de la primera mesada pensional a la suma de $771.277,584 desde el momento en que le fue reconocida y hacia el futuro, con retroactividad hasta la fecha, con los incrementos legales correspondientes a las mesada ordinarias y las adicionales, diferencia que deberá pagarse conforme a la depreciación del valor del peso, tomada en salarios mínimos legales mensuales o en términos del índice de pérdida de valor del peso colombiano tomando en cuenta la certificación del Banco de la República. Que se condene a pagar todo lo que resulte probado con sustento en las facultades ultra y extrapetita; los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas que genere la presente actuación. 

La demanda fue admitida por auto del 5 de diciembre de 2007, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a la demandada, fl. 34. 
Contestó la accionada por intermedio de apoderado, fls. 41-46, pronunciándose sobre los hechos, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones, argumentando que la pensión se le reconoció al demandante con sustento en la normatividad vigente; excepcionó Inexistencia de las obligaciones pretendidas por el actor, Cobro de lo no debido y pago de lo debido, Prescripción General y Prescripción Específica. 
La conciliación fracasó por la falta de tal ánimo en la demandada; luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron, fl. 57.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 27 de abril del presente año, fl. 367; en la sentencia que se dictó en esa fecha, la juez de primera instancia reconoció el derecho de la demandante a que su primera mesada pensional fuera indexada, condenando en consecuencia a la accionada a reajustar el valor inicial de la pensión a la suma de $875.670.96, a cancelarle la diferencia existente entre la mesada pensional que le venía cancelando y la que en realidad correspondía, declarando prescritos los reajustes causados antes del 27 de diciembre de 2003 y ordenando pagar la suma de $91.365.199.14 correspondiente a las diferencias causadas entre esa fecha y el 30 de marzo de 2009; dispuso igualmente que a partir del 1º de abril del año que avanza, la mesada pensional asciende a la suma de $1.958.085.81, la que debe ser incrementada cada año en el porcentaje legal; absolvió al banco de los intereses moratorios pretendidos y cargó las costas a la demandada en un 90% de las causadas. Fls. 367 a 376. 

Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación el apoderado de la accionada, fl. 377, manifestando que la pensión le fue reconocida al señor Guillermo Zuluaga Osorio con sustento en la normatividad vigente, esto es, la Ley 33 de 1985 que no preveía la indexación de la primera mesada y que no le es aplicable el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 por cuanto el actor no laboró en la entidad bajo su vigencia ni la pensión es asumida por una entidad del Sistema General de Seguridad Social en Pensiones. Solicita en consecuencia que se revoque la decisión de primera instancia y se declare que no procede en este asunto la indexación reclamada por tratarse de una pensión reconocida por el empleador con sustento en la Ley 33 de 1985. 

Concedido el recurso se remitieron las diligencias a esta Sala disponiéndose el trámite propio de la instancia y como quiera que no se observan nulidades en la actuación se procede a resolver con apoyo en las siguientes, 

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Se circunscribe la inconformidad de la demandada al hecho de haberse reconocido la indexación de la primera mesada pensional, sin tener en cuenta que la pensión no tiene como sustento el régimen de transición previsto en la Ley 100 de 1994 y que además quien la reconoció fue el mismo empleador. 

Problemas Jurídicos
¿Cuál fue el sustento normativo que tuvo en cuenta el Banco Cafetero S.A. en Liquidación, para reconocer la pensión de jubilación al señor Guillermo Zuluaga Osorio?. 

¿Procede en este asunto la indexación de la primera mesada pensional?. 

Para resolver el primero de los interrogantes y la inconformidad del recurrente en el sentido de que la pensión del demandante no fue reconocida con sustento en régimen de transición consagrado en la Ley 100 de 1993, basta con revisar la misma Resolución No. 288 de 1998 visible a folio 23 del expediente, en la que la entidad accionada ratifica que la pensión de jubilación se reconoce a favor del señor Guillermo Zuluaga Osorio por haber cumplido “los requisitos contemplados en la Ley 33 de 1985, en concordancia con el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y sus Decretos Reglamentarios …” 
Y ello tiene su razón de ser por cuanto habiéndose acreditado en este asunto que el demandante acreditó requisitos para pensionarse el 22 de mayo de 1998, cuando cumplió 55 años de edad (según se reconoce en el mismo acto administrativo), esto es, ya entrada en vigencia la Ley 100 de 1993, la única posibilidad de acudir a la norma anterior para reconocer la referida pensión era aplicando el régimen de transición, que preservó, para aquellas personas que a 1º de abril de 1994 tuvieran 15 años de servicios o 35 o más de edad si eran mujeres o 40 o más si eran hombres,  el derecho a adquirir tal gracia teniendo en cuenta la edad, el número de semanas y el monto de la pensión, consagrados en la norma anterior. 

La respuesta a ese primer problema jurídico resulta ser entonces, contraria a lo a lo expuesto por el apoderado del Banco Cafetero S.A. en liquidación,  que la pensión de jubilación del señor Guillermo Zuluaga Osorio tiene como sustento la Ley 33 de 1985, pero por ser beneficiario éste del régimen de transición consagrado en la Ley 100 de 1993, tal como se indicó, se repite,  en la Resolución No. 288 de 1998. 

En cuanto al segundo problema jurídico, esto es, el referido a la procedencia de la indexación de la primera mesada pensional, cuando el reconocimiento de la pensión ocurre tiempo después de que el trabajador ha dejado de prestar sus servicios debe decirse que se trata de un tema decantado por la jurisprudencia nacional, pues a partir de 1991 la Corte Suprema Justicia, Sala de Casación Laboral
, hizo alusión a su aplicación en materia laboral, inicialmente aplicable a la indemnización por despido sin justa causa; se dijo allí que la actualización monetaria era el mecanismo idóneo para remediar el desequilibrio económico que pudiera existir en el pago de un crédito, más si era de orden laboral, en donde el dinero tiene una repercusión para el trabajador, su grupo familiar y todas las personas que lo rodean. 
Respecto de la actualización de la primera mesada pensional de orden legal, cuando el trabajador adquiere el derecho a devengar la prestación en vigencia de la Ley 100 de 1993, dijo ese Alto Tribunal, lo siguiente:
“Ahora bien, con relación al tema que se trata, es conveniente anotar que para la Sala a partir de la fecha en que empezó a regir la Ley 100 de 1993, los criterios jurisprudenciales que se exponían con respecto de lo que se denominó la indexación de la primera mesada pensional, que en estricto rigor jurídico lo era de la base salarial para rasar esa mesada, perdieron vigencia en cuanto hace a pensiones legales causadas dentro de la misma. Y esto porque de acuerdo con el artículo 36 antes transcrito, al igual que con el artículo 21 de tal normatividad ya no hay que acudir a la analogía ni  a la equidad para ordenar esa indexación, ni tampoco puede aseverarse, como lo pregona la orientación jurisprudencial a la que se viene acudiendo para resolver esa clase de peticiones que no existe en materia laboral disposición legal que autorice la aplicación de aquella para el reconocimiento de la pensión de jubilación o vejez”
.

Posición que se ha mantenido constante, tal como se observa en las sentencias radicadas con los números 32708 del 20 de mayo de 2008 y más recientemente en el del 10 de marzo de 2009 de radicación 35621 de 2009, donde una vez más se ratificó que:
 
“Pues bien, con las decisiones de constitucionalidad de los artículos 260 del Código Sustantivo del Trabajo y 8 de la Ley 171 de 1961, la Corte Constitucional orientó su tesis, contenida en la sentencia C-067 de 1999, atinente al artículo 1 de la Ley 445 de 1998, de estimar razonable y justificado, como viable, que el legislador determinara unos reajustes e incrementos pensionales, según los recursos disponibles para ellos, es decir, que había hallado factible una reglamentación pensional diferenciada. Pero reexaminado ese criterio por la citada Corporación, que ésta acepta, se impone como consecuencia, la actualización de la base salarial de las pensiones legales para algunos sectores de la población, frente a los cuales no se consagró tal mecanismo, como sí se hizo respecto de otros (Ley 100 de 1993); es decir, que dicho vacío legislativo requiere, en los términos de las reseñadas sentencias C-862 y C-891 A, adoptar las pautas legales existentes, para asegurar la aludida indexación.
 
“En esas condiciones, corresponde a esta Corte reconocer la actualización del salario base de liquidación de las pensiones legales causadas a partir de 1991, cuando se expidió la Constitución Política, porque éste fue el fundamento jurídico que le sirvió a la sentencia de exequibilidad. Así es, puesto que antes de ese año no existía el mencionado sustento supralegal para aplicar la indexación del ingreso de liquidación pensional, ni la fuente para elaborar un comparativo que cubriera el vacío legal, vale decir, la Ley 100 de 1993.
 
“De este modo, la Sala, por mayoría de sus integrantes fija su criterio, sobre el punto aludido de la indexación, con lo cual recoge el fijado en otras oportunidades, como en la sentencia 11818 de 18 de agosto de 1999.
 
“Valga aclarar que si bien el artículo 260 del C.S.T. regula la situación pensional de trabajadores privados, ello no es impedimento para que esta Sala traslade las motivaciones y consideraciones a esta clase de asuntos, en que el actor tiene la calidad de trabajador oficial, puesto que la argumentación para justificar aplicable la figura o actualización de la base salarial, es la misma para cualquier trabajador, sea este privado o público. Así se afirma, porque la merma de la capacidad adquisitiva se pregona tanto del uno como del otro, la devaluación de la moneda la sufren todos los asociados y las consecuencias que ello conlleva la padecen la generalidad de los habitantes de un país, sin exclusión alguna. De manera tal que frente a la universalidad de los principios consagrados en la Constitución Política, estos son aplicables a unos y otros que, en definitiva son los que le dan soporte a la indexación, en beneficio de toda clase de trabajadores.”
 
 
Es decir, al haberse reconocido la pensión de jubilación al demandante en vigencia de la Constitución Política de 1991, resulta completamente procedente la indexación de la primera mesada pensional, independientemente de que la pensión haya tenido como sustento una u otra norma, por lo que sin necesidad de más disquisiciones, es menester de esta Corporación, impartir confirmación a la decisión de primera instancia.

Costas en esta instancia a favor de la demandante.
En mérito de la expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación ha conocido.
En esta instancia, costas a favor de la demandante. 

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria

�. Sentencia de Abril 8 de 1991. Rad. 4087 M.P. Ernesto Jiménez Díaz.


�. Sentencia de 6 de julio de 2000, M.P. Fernando Vásquez Botero, radicación 13.336.





